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El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria.
Para consolidar la anterior afirmación, es importante recordar que en la actualidad se encuentra el proceso de extinción de dominio ante el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado en Extinción de Dominio de Antioquia, pendiente por adoptar una decisión definitiva respecto del asunto puesto bajo su conocimiento, relacionado precisamente con el trámite dentro del cual resultó afectado el bien inmueble del que se ha hecho alusión en esta oportunidad. 

Tal circunstancia impide a todas luces realizar en sede de tutela cualquier tipo de pronunciamiento de fondo al respecto, pues resulta ser ése el escenario idóneo para dilucidar si es que el bien que fue objeto de la medida cautelar es o no equivocado, para cuyo esclarecimiento se requiere de la práctica de pruebas que en el perentorio término de la acción de tutela tornan en inviable su realización, en especial porque si a grandes rasgos se revisa el Acta de Secuestro del Inmueble, en concordancia con la Certificación expedida por la Secretaría de Planeación Municipal de Dosquebradas, se puede ver que el procedimiento fue realizado en el Lote Nro. 2 de la Calle 57 #14-38 del barrio Santa Teresita, que la diligencia fue atendida por la arrendataria del inmueble, quien hubiese podido, en el acápite de observaciones, manifestar que el trámite se estaba realizando en el lugar equivocado, pero contrariamente expuso que el mismo “estuvo bien”, a lo que se le debe sumar que para ese momento se contaba con copia de la Escritura Pública del predio objeto de la medida, recibo de servicios públicos domiciliarios, ficha catastral y folio de matrícula inmobiliaria.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el ciudadano ÁLVARO TRUJILLO MEJÍA, apoderado judicial del señor GUILLERMO LEÓN GARCÍA CASTRO, y éste a su vez como apoderado general y agente oficioso de los señores CLAUDIA MILENA GARCÍA HENAO y ANTONIO JOSÉ SÁNCHEZ GIL, en contra de la FISCALÍA 32 DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DE PEREIRA y la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES SAE S.A.S, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, buen nombre y a la propiedad privada.

ANTECEDENTES:
El abogado Álvaro Trujillo Mejía, propugnando por los derechos fundamentales de los señores Guillermo León García Castro, Claudia Milena García Henao y Antonio José Sánchez Gil, acude al presente mecanismo constitucional de amparo en búsqueda de la protección de los derechos fundamentales de sus representado, los cuales considera quebrantados por parte de la Fiscalía 32 Seccional de Extinción de Dominio y la Sociedad de Activos Especiales. La situación fáctica con la cual fundamentó el letrado su solicitud, se puede sintetizar así:     

· Los señores Antonio José Sánchez Gil y Claudia Milena García Henao, quienes en la actualidad residen en la ciudad de Madrid, España, adquirieron un bien inmueble mediante Escritura Pública No. 2551 de la Notaría Única del Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), Colombia, el 17 de noviembre de 2009, el cual se encuentra ubicado en el Lote Nro. 1 de la Calle 57 #14-38, del Barrio Santa Teresita en Dosquebradas (Rda.), y se identifica con el Nro. de Matrícula 294-53704 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas (Rda.) inmueble que no tiene registrado ningún tipo de anotación correspondiente a alguna medida cautelar. 
· El día 18 de abril del año que transcurre, por cuenta de la Fiscalía 32 Seccional E.D. de Pereira (Rda.), se realizó un procedimiento de secuestro al inmueble relacionado en precedencia, ello con ocasión de un proceso de extinción de dominio radicado bajo el Nro. 13341. Sin embargo, de conformidad con el Acta de Secuestro suscrita por los funcionarios adscritos a la Fiscalía que realizaron esa diligencia, se concluye que la misma estaba dirigida al inmueble vecino, y no al de sus representados, lo cual se puede afirmar porque según ese documento, con el mencionado proceso se persigue el bien inmueble identificado con el Nro. de Matrícula 294537-05, ubicado en el Lote Nro. 2 de la Calle 57 #14-38, propiedad del señor Delio de Jesús Duque Jaramillo, cuyos linderos fueron registrados en la Notaría Tercera de Pereira, con el Nro. de Escritura 776. 
· La diligencia de secuestro fue atendida por la señora Cecilia Bedoya Grajales, quien fungía como arrendataria del inmueble de propiedad de los señores Antonio José Sánchez Gil y Claudia Milena García Henao, por lo que durante la realización de la misma, se le hizo entrega del Oficio Nro. F-RR1-062 de la Sociedad de Activos Especiales, memorial en el que se le ordenó que de manera inmediata suspendiera cualquier tipo de pago por el canon de arrendamiento, lesionando así los derechos fundamentales a la honra, buen nombre, dignidad, debido proceso y propiedad privada de los aquí accionantes, pues han sido señalados por sus vecinos, conocidos y amigos, por haber obtenido supuestamente de forma ilegal el mencionado bien; y a ello se suma que la señora Bedoya Grajales haya decidido terminar de forma unilateral el contrato de arrendamiento, sin haber pagado los dos últimos cánones. 
· Con posterioridad a la diligencia de embargo y secuestro, el inmueble fue puesto a disposición del abogado Juan Sebastián Jiménez Orrego, como depositario provisional de la Sociedad de Activos Especiales, entidad que adelanta los trámites para la administración del inmueble que resultó afectado de forma injustificada.   

· Tanto los accionantes, como el Dr. Trujillo Mejía, han intentado obtener información sobre el asunto a través de la Fiscalía 32 Especializada de Extinción de Dominio, pero no fue posible que atendieran sus solicitudes, pues la única respuesta que se le suministró, fue que en ese Despacho no atienden al público ni a los abogados, y que el radicado consultado fue enviado a los Juzgados en la ciudad de Medellín (Antq.)  

PRETENSIONES:
Con base en todo lo dicho, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados como vulnerados en favor de los señores Antonio José Sánchez Gil, Claudia Milena García Henao y Guillermo León García Castro, y como consecuencia de ello, planteó las siguientes pretensiones: 

· Que se le ordene a la Fiscalía 32 Especializada de Extinción de Dominio, a la Sociedad de Activos Especiales y al Secuestre designado como administrador del inmueble de propiedad de sus representados, que el mismo sea restituido de manera inmediata, y en el estado en que se encontraba antes de la diligencia de secuestro realizada el 18 de abril de 2018.
· Que se le ordene a la Sociedad de Activos Especiales suspender los procedimientos o actuaciones tendientes a incluir en la lista de activos especiales o bienes públicos para venta o renta el mencionado inmueble.  

· Que se le ordene a la Fiscalía 32 E.D., presentar excusas públicas a los señores Antonio José Sánchez Gil y Claudia Milena García Henao, copropietarios del inmueble perjudicado, así como al señor Guillermo León García Castro, administrador del mismo.

· Que se compulsen copias al Consejo Superior de la Judicatura y la Procuraduría General de la Nación, para que se investigue la comisión de una posible conducta disciplinable cometida a título de culpa gravísima. 

· Que se ordene a la Fiscalía 32 E.D. y a la S.A.S, corregir todos los errores administrativos para dejar en absoluta libertad el bien de sus representados. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 3 de julio de 2018, y por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento en contra de la Fiscalía 32 de Extinción de Dominio de Pereira y la Sociedad de Activos Especiales. 

Sin embargo, se advirtió un error relacionado con la acreditación de la legitimación en la causa por activa, toda vez que a criterio de la Magistratura, al ser los señores Claudia Milena García Henao y Antonio José Sánchez Gil los titulares de los derechos reclamados, debieron haber conferido directamente el poder al abogado Álvaro Trujillo Mejía para que instaurara acción de tutela en representación de sus intereses, o bien, haber autorizado de forma expresa al señor Guillermo León García Castro, para que actuara como agente oficioso suyo, pues aunque ellos residen por fuera del país, no es ésta una razón que les impida apoderar o delegar a alguien para que actúe en su nombre. Así mismo, se encontró que el letrado no aportó en ese momento ningún documento que lo certificara como profesional del derecho. Por esta razón, se le otorgó a los invocantes el término de 3 días para que subsanaran los mencionados defectos. 
Antes del vencimiento del mencionado término, el abogado Álvaro Trujillo Mejía allegó la copia de un poder suscrito por los señores Claudia Milena García Henao y Antonio José Sánchez Gil, mediante el cual le autorizaron expresamente para tramitar en su nombre la presente solicitud de amparo constitucional. También adjuntó copia de un poder especial conferido por el señor Guillermo León García Castro en el mismo sentido; memoriales que fueron acompañados con una copia de la tarjeta profesional del letrado accionante.  
Más adelante fueron vinculados al asunto el Juzgado Primero Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, la Secretaría Municipal de Planeación de Dosquebradas, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, los Investigadores de la SIJIN-MEPER Marcelo Jiménez Cruz y Julieth Paola Contreras, la señora Cecilia Bedoya Grajales, el Perito en Topografía del Grupo Regional de Policía Científica y Criminalística Reg. 3 -Juan Carlos Rojas Nieto, y por último, el abogado Juan Sebastián Jiménez Orrego, depositario provisional delegado de la SAE. 
RESPUESTAS DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS: 
Durante el término de traslado, se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

FISCALÍA 32 SECCIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO: Refirió que ese Despacho adelantó en indagación preliminar el trámite extintivo de dominio al cual hizo referencia la parte accionante, mismo que se encuentra relacionado con una serie de bienes pertenecientes a varios miembros de una organización delincuencial conocida como “Cordillera”. 
En ese orden de ideas, el 23 de marzo del año que transcurre, se instauró la correspondiente demanda ante el Juzgado Especializado de Extinción de Dominio, y en su transcurso, se impusieron las correspondientes medidas cautelares de embargo y secuestro sobre el bien identificado con el Nro. de Matrícula 294-53705, del cual es titular el señor Delio de Jesús Duque Jaramillo, inmueble que con posterioridad fue puesto a disposición de la Sociedad de Activos Especiales, de conformidad con los postulados de la Ley 1708 de 2014.
Según la titular de esa Oficina, la diligencia de embargo y secuestro contó con la presencia de un perito en topografía del Grupo Regional de Policía Científica y Criminalística, quien se encargó de verificar los linderos y constatar que coincidieran con los contenidos en una de las Escrituras Públicas pertenecientes al predio, en este caso la Nro. 776 del 23 de febrero de 2006. Así mismo, se contó con la certificación expedida por la Secretaría de Planeación del municipio de Dosquebradas, que indica que la nomenclatura actualizada, correspondiente al folio de matrícula perseguido en el proceso, se ubicaba en la Calle 57 # 14-38, Lote Nro. 2 del barrio Santa Teresita de Dosquebradas (Rda.), que coincide con el plano del IGAC, por lo que se puede afirmar que corresponde al inmueble mencionado, a pesar de que en el folio de matrícula aparezca la dirección desactualizada. 
Así las cosas, aseguró que el accionante debe solicitar ante la Secretaría de Planeación del municipio de Dosquebradas, la certificación de la nomenclatura que corresponde al folio de Matrícula Inmobiliaria Nro. 29453704, y así mismo, obtener del IGAC información sobre la ubicación topográfica del predio, para así establecer si es que hay alguna inconsistencia. 
También aseguró que una vez culminó el procedimiento de materialización de medidas cautelares, el proceso fue remitido al Juzgado Primero Especializado de Extinción de Dominio, ante el cual pueden los afectados ejercer su derecho de contradicción. 
Por último, indicó que la situación narrada en la presente acción de tutela no fue expuesta ante esa Fiscalía por parte del accionante, ni de los propietarios del inmueble, pues no han presentado solicitud alguna en los términos aquí señalados, pero sí se le ha dado orientación al letrado, vía telefónica, acerca de la ubicación del proceso y a dónde debe dirigirse. Respecto de este punto, explicó que al ser el proceso de extinción de dominio un trámite meramente escritural, es únicamente a través de este medio que se atienden las solicitudes de los usuarios, directriz impartida por la Dirección Especializada de Extinción de Dominio.  
Más adelante, mediante escrito adiado el 6 de julio de 2018, refirió que dos investigadores adscritos a la SIJIN-MEPER, se trasladaron a la Calle 57 Nro. 14-38 del barrio Santa Teresita en Dosquebradas, donde fueron atendidos por la señora Cecilia Bedoya Grajales, arrendataria del inmueble, estableciéndose que en ningún momento ha desocupado ese lugar, de manera que, por lo menos en éste sentido ha mentido el accionante. En esa última oportunidad se le tomó una foto al sitio, donde aparece la nomenclatura 14-38. 
SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES SAE: En primer lugar, se refirió a la falta de legitimación por activa en que pudiera estar inmersa la parte accionante en el presente asunto, pues no existe evidencia alguna de que los titulares de los derechos se encuentran imposibilitados para interponer directamente la acción de tutela. 

Más adelante, expuso que la jurisdicción constitucional no puede reemplazar la especial de extinción de dominio, y que tampoco la SAE, en su labor que se circunscribe a administrar los bienes dejados a su disposición, tiene relación con ese tipo de decisiones referentes a la licitud o ilicitud de la adquisición de la propiedad o la destinación que se le dé a los bienes. 
Por último, manifestó que no se demostró la existencia de algún perjuicio irremediable en cabeza de los titulares de los derechos reclamados, y que ante la sumariedad que caracteriza la acción de tutela, en tanto existen otros mecanismos de defensa judicial a su alcance. 
JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN EXTINCIÓN DE DOMINIO DE ANTIOQUIA: El memorial suscrito por el titular del Despacho inició haciendo referencia al trámite de extinción de dominio y sus etapas; más adelante, señaló que en ese Juzgado se recibieron las actuaciones referenciadas el 15 de mayo del año que transcurre, pero antes de admitir la demanda presentada por la Fiscalía, se advirtió la ausencia de la Escritura Pública Nro. 319 del 21 de febrero de 2003, a fin de determinar la identificación plena de uno de los inmuebles involucrados (el de Matrícula Inmobiliaria Nro. 2945054). 
Ahora, en lo que al caso concreto concierne, refirió que entre las 29 personas registradas como afectadas en la demanda, no se encuentran los accionantes Claudia Milena García Henao y Antonio José Sánchez Gil; tampoco se encuentra el inmueble identificado con el folio de matrícula Nro. 294-53704, por ellos aludido, dentro de los 54 bienes respecto de los cuales se adelanta la investigación.
Así mismo, expuso que el bien identificado con la Matrícula Nro. 294-53705, ubicado en la Calle 57 #14-20 barrio Santa Teresita de Dosquebradas (Rda.), propiedad del señor Delio de Jesús Duque Jaramillo, fue objeto de las medidas cautelares de embargo, secuestro y suspensión del poder dispositivo, que fueron materializadas el 18 de abril de 2018. 
Finalmente, comentó que de acuerdo al acta de materialización de la diligencia de secuestro, la medida se impuso sobre el bien objeto de gravamen, y que no le es posible determinar el error en el predio señalado por la parte accionante.   
SECRETARÍA DE PLANEACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS (RDA.): Informó que esa dependencia expidió con destino al Patrullero Marcelo Jiménez Cruz, la Certificación Nro. SPMD 815-272 GD-S-2018-014586 del 5 de abril de 2018, relacionada con la nomenclatura asignada al bien identificado con el Nro. de Matrícula Inmobiliaria 294-53705, de ficha catastral Nro. 01-04-0065-0005-000, el cual corresponde a la dirección Lote 2 Calle 57 #14-38 barrio Santa Teresita, del municipio de Dosquebradas (Rda.). 

Por otra parte, mencionó que ni el accionante ni su apoderado judicial han presentado ningún tipo de solicitud ante esa Secretaría relacionada con la verificación o revisión de dicha nomenclatura; mecanismos que debió haber agotado antes de acudir a la presente solicitud de amparo, razón por la cual sugirió que la misma debería ser declarada improcedente, atendiendo el principio de subsidiariedad.  
SECCIONAL DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL DE LA METROPOLITANA DE PEREIRA: Por medio del Jefe de dicha Unidad, y atendiendo que a la misma se encuentran adscritos los patrulleros Marcelo Jiménez Cruz y Yulieth Paola Contreras, presentó escrito por medio del cual hizo mención de las actuaciones de policía judicial desplegadas por los antes citados, contando que antes de la materialización de la medida de secuestro llevada a cabo el 18 de abril de los cursantes, dichos patrulleros realizaron una consulta del número de matrícula inmobiliaria en la página electrónica del IGAC, obteniendo como resultado que la dirección de ubicación era la Calle 57 #14-38 del barrio Santa Teresita en Dosquebradas (Rda.), así mismo, con el fin de corroborar la veracidad de esa información, se le pidió a la Secretaría de Planeación Municipal de Dosquebradas que expidiera una certificación al respecto, y en efecto, mediante comunicado Nro. SPMD 815-272 se indicó por parte de esa última que era esa la dirección, precisando que se trataba del Lote Nro. 2, en ese orden, procedieron a acercarse al lugar y practicar la diligencia en la vivienda en la Calle 57 que a la vista tiene la nomenclatura #14-38.
Aunado a lo anterior, el 5 de julio del presente año, por orden de la Fiscalía 32 Seccional E.D., se le solicitó a los aludidos patrulleros que se dirigieran nuevamente a la vivienda con el fin de realizar labores de verificación, allí fueron atendidos por la señora Cecilia Bedoya Grajales, quien les hizo entrega del recibo de energía para que verificaran la dirección del inmueble.      
PATRULLERO JUAN CARLOS ROJAS NIETO, GRUPO REGIONAL DE POLICÍA CIENTÍFICA Y CRIMINALÍSTICA NRO. 3: Contó que él fue designado por parte de la jefatura del Grupo Regional de Policía Científica y Criminalística Nro. 3 para atender una diligencia de levantamiento topográfico del inmueble referenciado para secuestro, procedimiento que estuvo acompañado por la Fiscal 32 Seccional E.D. y el Patrullero Marcelo Jiménez Cruz, quienes le impartieron instrucciones para llevar a cabo el trámite en el predio ubicado en la Calle 57 # 14-38 del barrio Santa Teresita del municipio de Dosquebradas, también se contó con la presencia del Intendente Jhon Fredy Castañeda. 
Narró que en ese momento se le hizo entrega de la Escritura Pública Nro. 3649 del 15 de noviembre de 2005, con Matrícula Inmobiliaria Nro. 294-53705, el Oficio SPMD 815-272 emitido por la Secretaría de Planeación Municipal de Dosquebradas, contentivo de la certificación de nomenclatura de esa matrícula, y la factura de servicios públicos de energía suministrada por la arrendataria. De acuerdo a tales documentos, y una vez analizado su contenido, encontró que la Escritura Pública correspondía a un bien con nomenclatura diferente, esto es, la Calle 57 #14-20, y no la #14-38, situación que fue puesta en conocimiento de la Fiscal, quien hizo énfasis en la certificación expedida por la SPMD, en el sentido de que la matrícula objeto de ese procedimiento correspondía a la nomenclatura 14-38, por lo que se dio inicio entonces al trabajo de campo de “procesamiento de datos escriturales y documentación suministrada por el investigador”. 
En ese orden de ideas, pidió que se le desvincule de la presente actuación.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico puesto en consideración de esta Corporación, consiste en establecer si con ocasión de la diligencia de embargo, secuestro y suspensión del poder dispositivo adelantada por parte de la Fiscalía 32 Seccional de Extinción de Dominio de Pereira el 18 de abril de los cursantes, al inmueble ubicado en la Calle 57 # 14-38 del barrio Santa Teresita en Dosquebradas, resultaron quebrantados los derechos fundamentales de los señores Claudia Milena García Henao, Antonio José Sánchez Gil y Guillermo León García Castro, de manera que deban ser objeto de protección a través de este mecanismo constitucional. 
3. Solución:   
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Previo a abordar los argumentos propuestos por el accionante en su libelo petitorio, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende, como pasa a explicarse:      

El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 
Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de algún derecho fundamental, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
 constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
En el presente asunto, la Colegiatura debe anunciar de manera anticipada que no es posible acceder a las pretensiones incoadas por la parte accionante, ello por cuanto se advierte que el requisito de subsidiariedad relacionado en precedencia se encuentra desacreditado, lo que en otras palabras, quiere decir que no es éste el escenario ante el cual debió acudir para encontrar una solución al problema planteado.
Para consolidar la anterior afirmación, es importante recordar que en la actualidad se encuentra el proceso de extinción de dominio ante el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado en Extinción de Dominio de Antioquia, pendiente por adoptar una decisión definitiva respecto del asunto puesto bajo su conocimiento, relacionado precisamente con el trámite dentro del cual resultó afectado el bien inmueble del que se ha hecho alusión en esta oportunidad. 

Tal circunstancia impide a todas luces realizar en sede de tutela cualquier tipo de pronunciamiento de fondo al respecto, pues resulta ser ése el escenario idóneo para dilucidar si es que el bien que fue objeto de la medida cautelar es o no equivocado, para cuyo esclarecimiento se requiere de la práctica de pruebas que en el perentorio término de la acción de tutela tornan en inviable su realización, en especial porque si a grandes rasgos se revisa el Acta de Secuestro del Inmueble, en concordancia con la Certificación expedida por la Secretaría de Planeación Municipal de Dosquebradas, se puede ver que el procedimiento fue realizado en el Lote Nro. 2 de la Calle 57 #14-38 del barrio Santa Teresita, que la diligencia fue atendida por la arrendataria del inmueble, quien hubiese podido, en el acápite de observaciones, manifestar que el trámite se estaba realizando en el lugar equivocado, pero contrariamente expuso que el mismo “estuvo bien”, a lo que se le debe sumar que para ese momento se contaba con copia de la Escritura Pública del predio objeto de la medida, recibo de servicios públicos domiciliarios, ficha catastral y folio de matrícula inmobiliaria. 
Ahora, en consonancia con ello, vale la pena recordar lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, en cuanto ha dejado por sentado que las decisiones que han de adoptarse dentro de un proceso que aún no ha culminado, escapan de la órbita de acción del Juez de tutela: 
“No obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
.
En relación con lo anterior, debe decirse que si bien el accionante pretende que a través de este mecanismo constitucional se le impartan una serie de órdenes a la Fiscalía accionada, encuentra esta Colegiatura que el invocante no ha elevado de manera oficial ninguna de las solicitudes que aquí plantea ante ese Despacho, ni mucho menos ante el Juzgado que en la actualidad ha asumido el conocimiento de la actuación, pese a que como profesional del derecho debe saber que es allí donde le corresponde desplegar las acciones tendientes a demostrar sus dichos, por medio del ejercicio idóneo de los derechos de defensa y contradicción, cuya posibilidad se abre al tener sus prohijados un interés directo dentro de sus resultados, y por ende, es ese el mecanismo judicial propicio para poner en conocimiento las supuestas irregularidades que por medio de esta acción cuestiona, 
En ese sentido, esta Corporación debe decir que muy a pesar de lo que considera el actor, en su caso es más que evidente la posibilidad que tiene de exponer ante la Justicia ordinaria ese tipo de cuestionamientos, por cuanto, como ya se ha indicado, no pueden obviarse los presupuestos de residualidad o subsidiariedad, al no adverar perjuicio irremediable que en realidad pueda afectar de manera insuperable los derechos invocados por él. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la tutela invocada por Dr. ÁLVARO TRUJILLO MEJÍA, como apoderado judicial de ANTONIO JOSÉ SÁNCHEZ GIL, CLAUDIA MILENA GARCÍA HENAO y GUILLERMO LEÓN GARCÍA CASTRO; ello por las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1992


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.
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